
COMISIÓN DE PROCURACIÓN Y ADMINISTRACIÓN

DE JUSTICIA

DICTAMEN: 844
HONORABLE ASAMBLEA:

Dictamen que presenta las Comisión de Procuración y Administración de Justicia de la LIX Legislatura del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Puebla, con fundamento en lo dispuesto por los artículos, 123 fracción II,  134 y 135, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de Puebla; 45, 46 y 48 fracción II, del Reglamento Interior del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Puebla, y demás relativos aplicables, al tenor de los siguientes:
ANTECEDENTES

1. Con fecha diecinueve de noviembre de dos mil catorce, los Diputados Francisco Rodríguez Álvarez y José Gaudencio Víctor León Castañeda, en nombre y representación del Grupo Legislativo del Partido Acción Nacional, presentaron ante la Mesa Directiva del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Puebla, la Iniciativa por virtud de la cual se adicionan y reforman diversas disposiciones de la Ley de Protección a las Víctimas del Estado de Puebla.
2.
En esa misma fecha los integrantes de la Mesa Directiva, dictaron el siguiente trámite: “…Túrnese a la Comisión de Procuración y Administración de Justicia para su estudio y resolución procedente…”.
CONTENIDO DE LA INICIATIVA

La armonización de la Ley de Protección a las Víctimas del Estado de Puebla, conforme al Sistema de Justicia Penal que rige en nuestro país, así como con la Ley General de Víctimas y demás ordenamientos en la materia, garantizando a las víctimas los derechos que les otorgue seguridad y certeza jurídica para denunciar y coadyuvar en los Procesos Penales.
Se adoptan dos nuevas definiciones, por un lado el de Víctimas del delito y por el otro el de las Víctimas de Derechos Humanos.
Se establece el Principio de Publicidad, con el fin de salvaguardar el interés superior de los menores de edad y el de las mujeres, y a su vez resguardar su identidad y datos personales de las víctimas.
CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN
Que la Quincuagésimo Novena Legislatura en congruencia con la Ley General de Víctimas, tuvo a bien aprobar el diecinueve de mayo de dos mil catorce, la Ley de Protección a las Víctimas para el Estado de Puebla, ordenamiento que tiene como objetivo primordial  la atención, asistencia, protección y reparación integral de las personas víctimas del delito y de violaciones a derechos humanos en el Estado de Puebla; obligando a los Poderes Constitucionales del Estado y a las autoridades en el ámbito estatal y municipal, así como a cualquiera de sus oficinas, dependencias, organismos o instituciones públicas o privadas, a velar por la protección de las víctimas, proporcionar ayuda, asistencia o reparación integral.

La dinámica jurídica que implica la adopción del nuevo Sistema de Justicia Penal, en atención a lo dispuesto por el Artículo Octavo Transitorio del Código Nacional de Procedimientos Penales publicado en el Diario Oficial de la Federación el cinco de marzo de dos mil catorce, impone a  las Legislaturas de los Estados el imperativo de armonizar la legislación en un plazo que no exceda de doscientos setenta días naturales después de publicado el mencionado Decreto; para garantizar con esta armonización los derechos de las víctimas, procurando en todo momento respaldarles los derechos que les otorgue seguridad y certeza jurídica para denunciar y coadyuvar en los procesos penales. 

Acorde con lo anterior, la presente reforma adopta dos nuevas definiciones: Víctimas del delito, entendida como al sujeto pasivo que resiente directamente sobre su persona la afectación producida por la conducta delictiva. Asimismo, se considerará ofendido a la persona física o jurídica titular del bien jurídico lesionado o puesto en peligro por la acción u omisión prevista en la Ley Penal como delito, y la de víctimas de derechos humanos a quienes hayan sufrido directamente algún daño o menoscabo económico, físico, mental, emocional, o en general cualquier deterioro a su integridad, bienes o derechos como consecuencia de violaciones a sus derechos humanos, reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano del Estado Puebla y en los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, y que son Ley Suprema de la Unión. 
Asimismo, el artículo 15 establece los derechos de las Víctimas, entre los que destacan el derecho a ser informados, a coadyuvar con el Ministerio Público con garantías de seguridad e inmediatez, a contar con la asesoría jurídica adecuada y gratuita en cualquier etapa del procedimiento, a participar en los mecanismos alternos de solución de controversias, a ser tratado con dignidad y respeto. 

Cabe destacar que por cuanto hace al Principio de Publicidad, que establece que  todo acto jurisdiccional debe ser público, la presente reforma lo regula y privilegia, pero salvaguarda en este aspecto el interés superior del menor de edad y de las mujeres, estableciendo al efecto el resguardo de la identidad y demás datos personales de las víctimas y ofendidos cuando sean menores de edad, se trate de delitos de violación contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual, violencia familiar, secuestro, trata de personas o cuando a juicio del Órgano Jurisdiccional sea necesario para su protección, salvaguardando en todo caso los derechos de la defensa.

Asimismo, se privilegia el interés superior de la infancia y de las mujeres, estableciendo al efecto que cuando las víctimas sean personas menores de dieciocho años, el Órgano Jurisdiccional o el Ministerio Público, tendrán en cuenta la prevalencia de sus derechos, su protección integral y los derechos consagrados en la Constitución, en los Tratados, así como los previstos en la presente Ley. Para los delitos que impliquen violencia contra las mujeres, se deberán observar todos los derechos que en su favor establece la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y demás disposiciones aplicables.

Esta Comisión derivado del análisis y discusión a la iniciativa, tuvo a bien a realizar las adecuaciones necesarias, con el fin de que existiera coincidencia de estas reformas con la Ley General de Protección a las Victimas.
Visto lo cual y en mérito de lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Procuración y Administración de Justicia, posterior al estudio y análisis correspondiente tenemos a bien:

ÚNICO.- Dictaminar como procedente las adiciones y reformas a diversas disposiciones de la Ley de Protección a las Víctimas para el Estado de Puebla.
Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los artículos 57 fracción I, 63 fracción II, 64 y 67 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla; 44, 102, 115, 119, 123 fracción II, 134 y 135 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de Puebla; 45, 46, 47 y 48 fracción II del Reglamento Interior del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Puebla, nos permitimos someter a la consideración de Vuestra Soberanía el siguiente Dictamen con Minuta de:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY DE PROTECCIÓN 
A LAS VÍCTIMAS PARA EL ESTADO DE PUEBLA
ARTÍCULO UNICO.- Se reforman las fracciones II a VIII del artículo 4, el artículo 5, las fracciones IV al XXVII del artículo 15, y la fracción III del artículo 25; Se adiciona la fracción IX al artículo 4, las fracciones XXVIII, XIX y XXX del artículo 15, y los párrafos segundo y tercero de la fracción VII al artículo 25, todos de la Ley de Protección a las Víctimas Para el Estado de Puebla, para quedar de la manera siguiente: 

ARTÍCULO 4.-… 

I. …
II. Asesor Jurídico: Asesor Jurídico  de las Víctimas;

III. Comisión Ejecutiva: La Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas; 

IV. Estado: El Estado Libre y Soberano de Puebla; 

V. Ley: La Ley de Protección a las Víctimas para el Estado de Puebla; 

VI. Ley General: La Ley General de Víctimas; 

VII. Procuraduría: La Procuraduría General de Justicia del Estado de Puebla; 

VIII. Reglamento: El Reglamento de la Ley de Protección a las Víctimas para el Estado de Puebla; y 

IX. Comisión de Derechos Humanos: La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla.

ARTÍCULO 5.- Los derechos a que se refiere esta Ley y la Ley General en favor de las víctimas del delito serán ministrados por las autoridades que la misma establece, en el ámbito de su competencia, por la Procuraduría y por las dependencias y áreas a las que ésta las canalice. 

Los derechos a que se refiere esta Ley y la  Ley General en favor de las víctimas de violaciones a derechos humanos, serán ministrados por las autoridades que la misma establece, en el ámbito de su competencia, por la Comisión de Derechos Humanos, sus Visitadurías Generales y por las dependencias y áreas a las que ésta las canalice.
ARTÍCULO 15.-  … 
I a III…

IV. Ser asesorados y representados jurídicamente por el Ministerio Público, en el proceso penal, salvo los casos en que el asesor jurídico intervenga conforme lo determine esta Ley; 

V. A contar con un Asesor jurídico gratuito en cualquier etapa del procedimiento, en los términos de la legislación aplicable.

El Asesor jurídico particular que designe la víctima, deberá ser licenciado en derecho o abogado titulado, quien deberá acreditar su profesión desde el inicio de su intervención mediante cédula profesional. Si la víctima no puede designar uno particular, tendrá derecho a uno de oficio;

VI. Solicitar la reparación del daño, incluyendo el pago de los tratamientos que como consecuencia del hecho victimizante sean necesarios para su recuperación; 

VII. Obtener garantía de la reparación de daños y perjuicios;

VIII. Recibir asistencia social y médica que requieran, en los hospitales y clínicas del sector público del Estado y en las instituciones privadas con las que se haya establecido convenio para tal efecto; 
IX. Recibir información adecuada y oportuna respecto a las instituciones a las que puede acudir para su atención y protección, los servicios a los que puede acceder y los procedimientos para ello; 

X. Obtener una atención integral, con perspectiva de género; 

XI. Acceder a la prestación de los servicios de salud a que se refiere la Norma Oficial Mexicana respectiva, en materia de violencia familiar, sexual y contra las mujeres; 

XII. Al resguardo de su identidad y otros datos personales, en los casos previstos en la fracción V del apartado C, del artículo 20, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

XIII. Que se les asigne traductor o intérprete, cuando no comprendan el idioma español, no se expresen con facilidad o tengan algún impedimento para escuchar, comprender o darse a entender, permitiéndoseles hacer uso de su propia lengua o idioma, además, en su caso, de hacer los ajustes razonables definidos en el Código de Procedimientos Penales aplicable a dicho proceso;

XIV. En el caso de ser integrantes de pueblos y comunidades indígenas, de oficio se les nombrará un intérprete, a fin de que puedan expresarse en su propia lengua;

XV. Efectuar la diligencia de identificación del probable responsable, en un lugar donde no pueda ser vista por éste, si así lo solicitan; 

XVI. Protección de su intimidad contra injerencias ilegítimas; 

XVII. Contar ella y sus familiares con medidas de protección eficaces cuando su vida, integridad o libertad personales sean amenazadas o estén en riesgo en razón de su condición; 

XVIII. Ser escuchadas por el servidor público respectivo, antes de que éste decida lo conducente sobre el tema que le atañe; 

XIX. A que se avise a las autoridades correspondientes de forma inmediata, cuando se trate de víctimas extranjeras; 

XX. A que se realicen las acciones tendentes a la reunificación familiar cuando por razón de su tipo de victimización su núcleo familiar se haya dividido; 

XXI. Retornar a su lugar de origen o ser reubicadas voluntariamente de forma segura y digna; 
XXII. Acudir y participar en espacios de diálogo institucional; 

XXIII. Ser beneficiarias de las acciones afirmativas y programas sociales implementados por el Estado para proteger y garantizar su derecho a la vida en condiciones de dignidad; 

XXIV. Participar de forma organizada en la formulación, implementación y seguimiento de la política pública de prevención, atención, asistencia, protección y reparación integral; 

XXV. A que se les otorgue, en los casos que procedan, la ayuda provisional correspondiente; 

XXVI. A optar por la solución de conflictos conforme a las reglas de la justicia alternativa, a través de la mediación o la conciliación. 

La Procuraduría llevará un registro y un análisis de evaluación de resultados sobre los casos en que la víctima haya optado por alguna de las vías de solución alterna del conflicto; 

XXVII. Trabajar de forma colectiva para la defensa de sus derechos, incluida su reincorporación a la sociedad y contar con espacios donde se trabaje el apoyo individual o colectivo; 

XXVIII. A solicitar al agente del Ministerio Público o Juez de Control que se le provea en forma inmediata protección para ella y en su caso para sus familiares cuando su vida, integridad o libertad personal sean amenazadas o estén en riesgo en razón de su condición;

XXIX. A solicitar ante el agente del Ministerio Público o Juez de Control según corresponda, medidas de protección, providencias precautorias y medidas cautelares; y

XXX. Los demás señalados por la Constitución Política del Estado, esta Ley y otras disposiciones aplicables en la materia.

Para el caso de las fracciones XXVIII y XXIX, se otorgarán las medidas de protección, providencias precautorias y medidas cautelares en los términos que prevea  la Ley de la materia.

ARTÍCULO 25.-  … 

I y II.-….

III. Orientar, asesorar y asistir a las víctimas en todo acto o procedimiento ante la autoridad; 

IV a VI.-…

VII.- …
En cualquier etapa del procedimiento, las víctimas podrán actuar por sí o a través de su Asesor jurídico, quien sólo promoverá lo que previamente informe a su representado. 

El Asesor jurídico intervendrá en representación de la víctima u ofendido en igualdad de condiciones que el Defensor.
TRANSITORIOS

PRIMERO.- Este Decreto entrará en vigor al día primero de enero de dos mil quince.
SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.

TERCERO.- Para la atención de las víctimas del delito de trata de personas, el Estado y sus municipios se deberán de coordinar atendiendo lo dispuesto por la Ley General de la materia.

CUARTO.- Las asesoras y asesores jurídicos de oficio de las víctimas, serán designados por la Institución correspondiente en la medida en que lo permita el presupuesto que se le asigne para tal fin.

A T E N T A M E N T E

“SALA DE COMISIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO”

CUATRO VECES HEROICA PUEBLA DE ZARAGOZA, A 24 DE NOVIEMBRE DE 2014

DIP. JOSÉ GAUDENCIO VÍCTOR  LEÓN CASTAÑEDA

P R E S I D E N T E

DIP. SILVIA TANÚS OSORIO

        S E C R E T A R I A

DIP. EUKID CASTAÑÓN HERRERA

                                                                                       V O C A L

DIP. FRANCISCO RODRÍGUEZ ÁLVAREZ

                    V O C A L

                                                                         DIP. ROSALÍO ZANATTA VIDAURRI

                                                                            V O C A L

DIP. CARLOS IGNACIO MIER BAÑUELOS

                        V O C A L

DIP. SUSANA DEL CARMEN RIESTRA PIÑA

                                                                         V O C A L

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE AL DICTAMEN CON MINUTA DE DECRETO, POR VIRTUD DEL CUAL SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE PROTECCIÓN A LAS VÍCTIMAS PARA EL ESTADO DE PUEBLA.

